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La autonomia de las entidades territoriales en las decisiones sobre la
distribucién y asignacién de recursos publicos, asi como la participacién de la
poblacién en ellas, son categorias ttiles para analizar las potencialidades y los
obstaculos en el desarrollo! de la escala local? y las estrategias de superacién de
la pobreza. Puede decirse, entonces, que las limitaciones a la autonomia y la
participacién en los escenarios de la planeacién del desarrollo y del ordenamiento
territorial inciden en el incremento de la pobreza pero, paradéjicamente, son
funcionales al modelo de crecimiento econémico promovido en el orden global.
Es decir, al ser un obstaculo para el desarrollo local, no lo son, en la misma
medida, para el desarrollo nacional o mundial.

*  Este articulo hace parte del informe preliminar de la investigacién “Los ejes estructurales del

desarrollo y la satisfaccién de necesidades humanas especificas. Una mirada desde su
dimensién politica”, la cual se lleva a cabo en el Instituto de Estudios Politicos de la
Universidad de Antioquia, con apoyo financiero de la Estampilla Universidad de Antioquia.

1 Eldesarrollo es el proceso de satisfaccion de necesidades humanas. En éste, es fundamental
la articulacién orgéanica y democrética entre lo micro y lo macro, lo local y lo global, el
ciudadanoy la ciudad, y la iniciativa de adentro con la promocién de afuera, en un proceso
sinérgico marcado por niveles crecientes de autonomia. Véase: Manfred Max Neef. Desarrollo
a escala humana. Una opcién para el futuro. Suecia, Cepaur, 1985.

2 Llamar lo local como una escala, tiene la intencién de ubicarlo en los asuntos politicos de
distribucién del poder entre los diferentes entes territoriales que tienen competencias en
el Estado.
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Este trabajo, referido al caso colombiano, analiza la estructura juridico
politica que regula y organiza al Estado en el campo de la planeacién del
desarrollo local y hace un seguimiento a su ejecucion, preguntandose por la
incidencia real que tienen lo local y las personas que lo habitan en la asignacién
de recursos y en la definicién del orden de sus prioridades. Se presta especial
interés a los procedimientos para tomar decisiones en la asignacién de recursos®
y a los actores que participan en ellos.

En el numeral uno se presenta la planeacién del desarrollo como un
escenario politico. En el numeral dos, se hace un recorrido por los enfoques del
ordenamiento territorial y se pregunta por su influencia en el caracter de la
relacion de lo local con los diferentes niveles de la organizacién del Estado. En
el tres, se estudia la distribucién del poder entre las entidades territoriales, a partir
del andlisis de los procesos de autonomia local municipal. En el cuatro, se
analizan las formas de relacién del ente territorial local con la poblacién que lo
habita. Y, finalmente, se realizan algunas conclusiones.

1. La planeacion del desarrollo como escenario politico

La caracterizacién de la planeacién como un escenario politico, se hace
en relacién con su potencial para concretar supuestos consensos constituciona-
les, pero también para negarlos. En este trabajo la mirada desde la dimensién
politica hace énfasis en la regulacién estatal, pero esto no significa que lo
politico se agote alli. La estructura juridico-politica® sirve para efectos del
andlisis de las caracteristicas del poder en un sistema politico concreto, pero
debe ser relacionada con espacios y sistemas més generales -también més

3 Nuestrareflexién se ubica especialmente en la escala local municipal y en otras més cercanas
al ciudadano como lo local zonal, lo comunal y lo barrial, para analizar la crisis de los entes
territoriales ~municipios y departamentos—. Otros trabajos hacen énfasis en los asuntos
fiscales. Aqui se llama la atencién sobre la poca capacidad de los gobiernos para distribuir
los recursos auténomamente y sobre la incidencia de la guerra, la competitividad, los
partidos y lo étnico en la distribucién de recursos y en la definicién de las fronteras de las
diferentes escalas o entes territoriales.

4 “Para apreciar cémo se ordena, se concentra ¢ se dispersa el poder en un sistema politico
concreto no es suficiente el estudio de sus leyes. AGn cuando éstas son, por decirlo asf, el
retrato de los circuitos de poder, éste desborda en su funcionamiento la estructura legal, no
porque la transgreda, sino porque funciona de forma més general y dispersa de lo que puede
recogerse en cualquier texto legal. Asi, por ejemplo, el poder que los partidos tienen en
nuestras democracias contemporaneas es mucho mayor y mas importante del que podria
deducirse de su regulacion legal en cada caso”. Rafael del Aguila. Manual de ciencia politica.
Madrid, Trotta, 1997. pp. 23-24.
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concretos— asi como con otras legislaciones con las cuales se ve obligada a
competir, incluso a costa de su legitimidad, como las que generan e imponen
los centros de poder mundial®.

Hasta aqui hemos planteado como objeto de trabajo la planeacién regulada
de los asuntos publicos y colectivos. Caracterizar la planeacién de esta manera
implica los siguientes aspectos: en primer lugar, la planeacién se ubica en el marco
institucional del Estado. El Estado se organiza de acuerdo a un modelo de
desarrollo y requiere entonces de capacidad politica para que las decisiones sobre
las politicas ptblicas no contradigan y obstaculicen tal modelo. El poder politico no
es, entonces, un fin en si mismo, sino que se utiliza como medio de reproduccién
o transformacién de un modelo de desarrollo® en el cual se define un sistema de
necesidades que reconoce o desconoce especificidades sociales (territoriales, de
género, generacion, etnia) y que garantiza o niega no sélo derechos politicos sino,
también, oportunidades de satisfaccién de particularidades’.

Hay que considerar, también, que la reglamentacién legislativa administra-
tiva nombra actores internos (ejecutivo, legislativo, técnicos, ciudadanos) y
define relaciones externas con otros actores de igual o mayor incidencia (por
ejemplo los partidos politicos y las transnacionales). Este aspecto es especialmen-
te vélido en el marco legal colombiano, que resulta poco 1til (como veremos més
adelante) en la gestién del desarrollo local y concretamente en la superacién de
la pobreza®, pero que, de paso, le es funcional a otros marcos legales o actores
de cobertura méas amplia (los partidos, las organizaciones transnacionales o los
actores armados) para incidir en los presupuestos publicos. Parece pues que una
condicién para la reproduccion de los intereses de aquellos sectores supone la
inviabilidad del desarrollo local.

5  Véase el concepto de los soberanos privados transnacionales en Juan Ramén Capella. Fruta
prohibida. Una aproximacién histérico-teorética al estudio del derecho y del Estado. Madrid,
Trotta, 1997. p. 258

6  Helio Gallardo. Elementos de politica en América Latina. San José de Costa Rica,
Departamento Ecuménico de Investigaciones, 1989. p. 56.

7  “Laestructura de poder de toda sociedad presente —respecto a la produccién y a la coexistencia
social- contiene de forma inherente la preferencia de sistemas concretos de necesidades”.
Agnes Heller. Una revisién a la teoria de las necesidades. Barcelona, Paidés - Instituto de
Ciencias de la Educacion de la Universidad Auténoma de Barcelona, 1996. p. 73.

8  Resulta conveniente aclarar que las limitaciones se concentran en relacién con los ciudadanos
empobrecidos o en‘camino hacia tal condicién. Otros sectores resultan beneficiados y se
encuentran representados, precisamente, en los partidos politicos y en las organizaciones
transnacionales.
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En segundo lugar, la planeacién es un lugar privilegiado para la toma de
decisiones sobre fines y medios institucionales, asi como para la distribucién de
recursos. Alli aparecen explicitamente los objetivos, las metas y escenarios donde
confluyen el Estado y las fuerzas sociales para su enfrentamiento/encuentro por
la definicién de contenidos en los diferentes planes de desarrollo o proyectos
politicos.

En tercer lugar, la planeacién es un procedimiento para la toma de
decisiones. Este procedimiento incluye una dimensién metodolégica y operativa
(tecnologia estatal) para la asignacién de recursos. Y este es un aspecto determi-
nante en el momento de caracterizar el ejercicio de la autoridad del Estado y el
papel de la ciudadania, de los actores armados, de los partidos politicos o de las
organizaciones transnacionales en la toma de decisiones.

En cuarto lugar, el procedimiento para tomar decisiones sobre el desarrollo
esté influenciado por los factores que determinan el ordenamiento territorial (la
guerra, la competitividad, los partidos y lo étnico), debido a que descentralizar o
delegar autonomia, autoridad y funciones, requiere definir, antes, después o
simultineamente, a quién o a cudl ente, nivel administrativo o escala de
organizacién se le delega. Por esta razén, resulta conveniente examinar los
enfoques de ordenamiento territorial y las relaciones de subordinacién o domi-
nacién que definen, asi como la incidencia que tienen sobre la autonomia local
y la participacién de la poblacién en la planeacién del desarrollo.

2. Ordenamiento territorial: distribucion del espacio
y del poder

Dos enfoques gufan el ordenamiento territorial: el de la distribucién del
espacio y el de la distribucién del poder. Cualquiera sea el enfoque que guia el
ordenamiento territorial, tiene implicaciones para el desarrollo local. No sélo
define las escalas y/o niveles que son objeto de planes, programas y proyectos de
desarrollo, sino que ademaés, define la relacién con el adentro y el afuera, hacia
arriba y hacia abajo en la jerarquia estatal. Este apartado del trabajo se gufa
bésicamente con dos preguntas: 1) écuales son los factores que definen la escala
territorial, sus fronteras hacia dentro de la Nacién? y 2) ¢qué incidencia tienen
estos factores en la relacién entre los entes o escalas territoriales, en los niveles
de autonomia frente a la administracién central y en la relacién con la poblacién?

En la carta politica colombiana de 1991 han quedado plasmados los dos
enfoques del ordenamiento territorial sefialados atras. Por un lado, se encuentra
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el enfoque de la distribucién del espacio como forma de ordenamiento territorial.
El articulo 311 de la constitucién politica (CP) define al municipio como la
entidad fundamental de la divisién politico administrativa del Estado, y le asigna,
entre otras funciones, la de ordenar el desarrollo de su territorio. Posteriormente,
la ley 388 de 1997, conocida como ley de ordenamiento territorial, plantea que
el ordenamiento del territorio municipal y distrital tiene por objeto complementar
la planificacién econémica y social con la dimension territorial, racionalizar las
intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y aprovechamiento
sostenible. Los planes disenados con esta regulacion tienen un énfasis en el
ordenamiento fisico y los usos del suelo’.

Por otro lado, se encuentra el enfoque de la distribucién del poder’. El
articulo 285 de la CP dice: las entidades territoriales gozan de autonomia para la
gestion de sus intereses. Tienen los derechos de gobernarse por autoridades
propias, ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos
y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, asi
como participar de las rentas nacionales!!.

De la organizacién, el ordenamiento y la distribucion del poder en las
escalas territoriales hacia adentro de la Nacién'?, se ocupa el titulo XI de la
Constituciéon. En su articulado dice que “fuera de la divisién general del
territorio, habré las que determina la ley para el cumplimiento de las funciones

9  De hecho algunos planes locales consideran el “territorio como el soporte fundamental de
carécter fisico para el desarrollo econémico y social y es el escenario de la vida de la
poblacién”. Alcaldia de Medellin. Plan de ordenamiento territorial Municipio de Medellin.
Documento resumen. Septiembre de 1999. p.1

10  “Esta claro que dividir el Estado no es un ejercicio técnico neutral sino un principio politico
esencial para todos los Estados territoriales”. Peter J. Taylor. Geografia Politica. Economia-
Mundo, Estado-Nacién y Localidad. Madrid, Trama Editorial, 1994. p. 157.

11  En el desarrollo legislativo se encuentran la ley 60 de 1993, por medio de la cual se dictan
las normas orgénicas sobre distribucién de competencias; la ley 136 de 1994, por medio de
la cual se dictan las normas tendientes a modernizar la organizacién y funcionamiento de los
Municipios; la ley 152 de 1994, ley organica del plan de desarrollo; la ley 128 de 1994, ley
orgénica de las dreas metropolitanas. Y, desde luego, las disposiciones vigentes de la amplia
legislacion sobre descentralizacién y fiscos municipales, expedida en la segunda mitad de la
década de 1980.

12  Otracosa es definir el territorio en relacién con el afuera, como es el caso de los articulos 101
y 102 de la CP que definen los limites establecidos en los tratados internacionales aprobados
por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la Republica, y los definidos
por los laudos arbitrales en que sea parte la Nacion; aqui el territorio lo define la soberania
reconocida por otros Estados.
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y servicios a cargo del Estado, la cual podra darles caracter de entidades
territoriales a las regiones y provincias que se constituyan, en los términos de
la Constitucion y la ley”. Se requiere, pues, distribuir competencias entre la
Nacion y las entidades territoriales, sobre la base de principios de ejercicio
como la coordinacién, concurrencia y subsidiaridad.

Mas allé de la legislacién, el problema de reconocer regiones o provincias
y delimitar fronteras, pasa por el estudio de los factores que histéricamente se
han tenido y se tienen en cuenta para su concepcién. Se trata de indagar por
los factores que han incidido en la delimitacién de escalas hacia adentro de la
nacioén, y analizar la forma cémo esos factores condicionan las relaciones entre
los entes territoriales y los conflictos que en cada ente se presentan®. Al
respecto, Marfa Teresa Uribe ha planteado que:

Elterritorio juridico-formal del Estado-Nacién fue, ante todo, un espacio vasto,
extenso, continuo, de horizontes abiertos y superior en tamario a las posibilidades
reales de control politico social y del ejercicio del poder; a este espacio lo definieron
unas fronteras més o menos arbitrarias que no se correspondian en ningtin aspecto,
con los elementos integradores de la vida social, fisica, cultural y mucho menos
econdmica (...). Las fronteras, antes que definir un interior y un exterior, o sea lo
propioy lo ajeno, dividid territorios donde sus pobladores tenfan algunos elemen-
tos de identidad o junt6 en unasola entidad administrativa colectividades sociales
profundamente diferenciadas; en otros casos, los limites se establecieron como
lineas imaginarias sobre territorios vacios y continuos, haciendo coincidir jurisdic-
cién con frontera, aungue la primera sélo fuese un referente institucional y la
segunda una nocién vacia de todo contenido.*

En la actualidad, en el ambito mundial y especialmente en Colombia,
cuatro factores inciden en la organizacién del territorio y estdn presentes en los
enfoques espacial y politico de su ordenamiento: la competitividad (econémico),
el monopolio de la fuerza y la configuracién de los partidos (politicos) y lo étnico
(cultural).

13 Los movimientos reivindicativos de autonomia de lo local frente al poder central han hecho
parte de la historia de Colombia. En la actualidad, y al calor del debate de la ley orgénica
de ordenamiento territorial, aparecen nuevamente expresiones que reivindican la creacién
de entes territoriales, cuyas fronteras son delimitadas desde la regién misma que se pretende
crear.

14  Maria Teresa Uribe de Hincapié. “Legitimidad y violencia: una dimensién de la crisis politica
colombiana”. En: Rasgando velos. Ensayos sobre la violencia en Medellin. Medellin,
Editorial Universidad de Antioquia, 1993. pp. 19-39 . Ver también de la misma autora: Urabd
dregion o territorio? Un andlisis en el contexto de la politica, la historia y la etnicidad.
Medellin, Instituto de Estudios Regionales, Universidad de Antioquia, 1992.
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La competitividad del territorio estd determinada por su capacidad para
insertarse en la economia mundial. Més alla de la discusion sobre la puesta en
cuestién del Estado-Nacion por parte de la globalizacién'®, es bueno anotar que, en
medio del énfasis contemporaneo en la dimensién global, lo local en Colombia
tiene muy pocas posibilidades de despliegue en esquemas de planeacién donde
queda bastante subordinado. El potencial econémico de un territorio, medido con
indicadores tales como su ubicacién geopolitica, la riqueza en recursos naturales,
la desregulacién laboral, una infraestructura favorable al flujo de capital y a la
comercializacién de bienes y servicios, resulta importante en su valoracién como
espacio sujeto u objeto en la insercién internacional y, con ello, reconocido como
un lugar estratégico en los ejercicios de distribucién del espacio y del poder.

El criterio de competitividad y sus prioridades da cuenta no sélo del modelo
de desarrollo, sino que, ademés, explica la aparicién de conflictos por la tenencia
y los usos de la tierra. En Colombia, la disputa por la posesién de los territorios
ricos en agua, minerales y coca, por ejemplo, podra ser un elemento dinamizador
de la creacién de nuevos mapas, reconocidos o no oficialmente.

Otro factor central en la definicién y reconocimiento de entes territoriales es
el monopolio de la fuerza. Su relacién con el enfoque espacial y con los criterios de
competitividad, se presenta cuando la guerra comienza a verse como una lucha por
territorios, por su control y explotacién, y como un instrumento que redefine las
fronteras hacia adentro de la Nacién. “En tltimo término, el estado de guerra que
vive el pais diluye el orden de lo nacional y lo regional pero, al mismo tiempo,
funciona como el instrumento utilizado por mdltiples actores para fijar nuevos
territorios y fronteras, nuevas formas de autoridad y nuevas soberanias”*®.

15 “La Globalizacién integra y homogeiniza, imaginaria o realmente los territorios desde el
punto de vista del capital; debilita los Estados-Nacién y desdibuja sus fronteras”. Emilio
Pradilla Cobos. “La investigacién regional y urbana en Colombia. Desarrollo y Territorio
1993-1997”. En: Asociacién de Investigadores Urbano Regionales. Estado de la teoria
regional y urbana: regiones o territorios, totalidad o fragmentos. Tomo l. Santafé de Bogoté,
Aciur, 1998. p. 19. Para ampliar el tema sobre este factor de la competitividad en el marco
de la globalizacién, se pueden consultar los siguientes trabajos del Instituto Latinoamericano
de Planificacién ILPES: Sergio Boisier. “La gestién de las regiones en el nuevo orden
internacional: cuasi-estados y cuasi-empresas”. Chile, 1995; Francisco Alburquerque.
“Espacio, territorio y desarrollo econémico local”. Chile, 1995.

16  Manuel Alberto Alonso Espinal y Juan Carlos Vélez Rendén. “Guerra, soberania y 6rdenes
alternos”. Estudios Politicos. No. 13. Medellin, Instituto de Estudios Politicos, Universidad
de Antioquia, julio-diciembre de 1998. p. 41. Para ampliar el tema véase: José Jairo
Gonzélez. “Regién, conflicto y negociacién en Colombia”. En: Soberania popular y democracia
en Colombia. Santafé de Bogota, Foro Nacional por Colombia -Viva la Ciudadania,1992.
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El otro factor politico fundamental que incide en la distribucién del espacio
y del poder es la configuracién y la estructura de los partidos politicos'’. La
distribucién espacial de una base de electores a través de circunscripciones
electorales, las redes de clientela que se tejen para responder a los electores y a
los intereses econémicos privados y los mapas en que se ven involucrados los
proyectos y macroproyectos de estos intereses, son elementos que pueden
perfilar territorios para ser reconocidos como instancias administrativas o escalas
de planeacion. Desde esta perspectiva, la hegemonia de los partidos tradicionales
sobre el poder politico, podria verse amenazada por una variacién en la
estructuracion de las escalas territoriales'®. En Colombia, los principales obstacu-
los a la promulgacién de la ley organica de ordenamiento territorial, y el fracaso
de los anteriores proyectos, estan ligados al papel desempeniado por las fuerzas
politicas tradicionales.

El cuarto factor, lo étnico —o grupos con cierto grado de “identidad
cultural”®-, perfila fronteras de acuerdo con una tradicién histérica en la
ocupacion del suelo, segln la especificidad de grupos étnicos cuyos rasgos
culturales comunes les diferencian de otros. Este factor es importante en un pais
donde una de sus caracteristicas es precisamente la diversidad. Son ejemplos de
estas variables portadoras de especificidad: las actividades productivas, sus
formas de autoridad en comunidad y familia, los territorios sagrados, la
cosmovision, el lenguaje, las expresiones artisticas, su cotidianidad, entre otras.

En Colombia no se ha logrado avanzar lo suficiente en el reconocimiento
de territorios definidos con el factor étnico. Por el contrario, las comunidades
histéricas continian subordinadas a entes creados con influencia de los ante-
riores factores (competitividad, guerra y partidos), situacién que se puede
ejemplificar con dos casos. El primero, lo plantean los Guambianos de la
siguiente manera:

17  En esta linea resulta ttil el trabajo de Guido Barona Becerra. “Los modelos de desarrollo
econdémico en la formacién de los partidos politicos en Colombia”. Problemas Politicos
Latinoamericanos. No. 2. Popayén, Universidad del Cauca, octubre de 1995.

18  En esta direccion, la figura de Area Metropolitana comienza a perfilarse, no sélo como “gran
regién metropolitana” en una perspectiva competitiva, sino que se perfila como lugar
estratégico de los partidos en la dimensi6n de su organizacién jerarquica, ante la pérdida de
protagonismo del departamento en su participacién en el presupuesto nacional.

19 En esta linea son importantes los aportes de Orlando Fals Borda: Regién e historia.
Elementos sobre ordenamiento y equilibrio regional en Colombia. Santafé de Bogota, 1996.
“La politica territorial segin la constitucion de 1991”. En: Soberania popular y democracia
en Colombia. Op. cit.
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Un dia, cuando en el trabajo que veniamos haciendo quisimos dibujar nuestro
territorio y tomar como una primera base los mapas que se conseguian, nos
encontramos un problema: lo que aparecia en los mapas de las entidades del
gobierno (INCORA, DANE, IGAC, etc.) era, o bien el Resguardo Guambiano, o
bien el municipio de Silvia, con unos limites muy poco claros y que a veces dejaban
por fuera todo lo que nos habia sido arrebatado por los terratenientes; también
tenfan muchos nombres que no entendiamos o que no estaban en donde quedaban
los sitios; otros aparecian mal escritos y no sabiamos que querian decir?.

El segundo caso se puede observar en la ley 70 de 19932, la cual debe ser
considerada como de gran impacto en el desarrollo legislativo por parte de la
lucha politica de los “nuevos” actores del desarrollo. Esta ley tiene por objeto
“reconocer a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldias
en las zonas rurales riberefias de los rios de la Cuenca del Pacifico”. Uno de sus
principios es “el reconocimiento y la proteccién de la diversidad étnica y cultural
y el derecho a la igualdad de todas las culturas que conforman la nacionalidad
colombiana”. El articulo 47 dice: “El Estado adoptara medidas para garantizarle
a las comunidades negras de que se trata esta ley el derecho a desarrollarse
econémica y socialmente atendiendo los elementos de su cultura autéctona”.

En este caso el problema no es de reconocimiento legal, pues como se ve,
ya lo tiene. La preocupacién aqui es por su viabilidad, ya que la ejecucién queda
subordinada a una légica que al no reconocer las especificidades culturales de
estos territorios étnicos, y solo ver la riqueza potencialmente econémica que se
puede extraer de alli, genera relaciones de exclusién espacial y subordinacion
cultural y politica. Esto sitia tales territorios por fuera de las prioridades en la
asignacién de recursos en los planes de desarrollo de la Nacién y de los demas
entes que la integran.

En Colombia, cabe decirlo, la competitividad econémica, la guerra y los
partidos politicos han determinado el ordenamiento, han definido las escalas de
planeacién y, en particular, han subordinado lo local, en razén de los intereses
de los actores econdémicos, politicos y armados.

20 Abelino Dagua Hurtado, Misael Aranda, Luis Guillermo Vasco. Guambianos. Hijos del
arcoiris y del agua. Santafé de Bogota, Cerec, Editorial Los Cuatro Elementos, Fundacién
Alejandro Angel Escobar, Fondo Promocién de la Cultura Banco Popular, 1998. p. 271.

21  Asi registré la prensa la promulgacion de esta ley. “Los negros ya no son invisibles”. El
Espectador. Septiembre 12 de 1993. Santafé de Bogota. p. 1C.
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3. Flujo del poder descendente y negacion de la autonomia

En materia de decisiones, el flujo del poder? en Colombia es rigidamente
descendente, centralista, excluyente, con profundas limitaciones de la democra-
cia participativa y, en consecuencia, generador de conflictos entre las escalas
territoriales y entre los sujetos que habitan, construyen, democratizan o dominan
el territorio. En el pais perdura una extrema subordinacién politica de escalas de
inferior cobertura espacial, segtn sea la division territorial, o segin se ubique el
espacio local en la jerarquizacién espacial centro—periferia®. Los planes de
desarrollo local, por ejemplo, dependen de los de una escala mayor. Lo que aqui
se pone en cuestion no es la comprensible jerarquizacién normativa constitucio-
nal, tipica del modelo de Estado unitario, sino los procesos y flujos de las
decisiones en materia de desarrollo, que no corresponden a un avance significa-
tivo hacia la delegacién de autonomia.

Para ilustrarlo, se hara énfasis en las relaciones entre el &rea metropolitana
y los municipios que la conforman. La ley 128 de 1994, por la cual se reglamenta
la escala metropolitana, plantea en el articulo 14: el plan integral de desarrollo
metropolitano, en cuanto se refiere a hechos metropolitanos, prevalecera sobre
los planes que adopten los municipios que integren esa érea; y en el articulo 26:
los acuerdos y decretos metropolitanos seran tGnicamente en los asuntos atribui-
dos al area por la Constitucién y la ley de superior jerarquia respecto a los actos
administrativos municipales dentro de su jurisdiccién.

De aqui se desprenden tres situaciones probleméticas. En primer lugar, no
hay asuntos atribuidos solamente a una escala, y esto genera frecuentes
choques en la intervencién de las entidades oficiales sobre un mismo radio de
accién, lo que hace comin la duplicidad de funciones. En segundo lugar, el

22 Norberto Bobbio dice: “El flujo del poder sélo puede tener dos direcciones: o es descendente
0 es ascendente (...) tipico del primero el poder burocrético; del sequndo el poder politico
(...) ejercido en todos los niveles, local, regional, estatal, en nombre y por cuenta del
ciudadano, o mejor, el individuo en cuanto ciudadano”. Norberto Bobbio. “Democracia
representativa y democracia directa”. En: El futuro de la democracia. Barcelona, Plaza y
dJanes, 1985 p. 76. Aunque aqui se entiende que el poder burocrético también es politico.

23 “Laidea de centralidad se plantea en relacién con espacios que, de acuerdo a su mayor o
menor distancia geogréfica, social o simbdlica, se llamarén periféricos. Nos referimos
entonces a una jerarquia de la estructura social y urbana en donde es posible captar una gran
diversidad de relaciones de dominio, subordinacién, intercambio, dependencia y
representaciones, en constante movilidad y desplazamiento”. Gloria Naranjo G. y Marta Inés
Villa M. Entre luces y sombras. Medellin: Espacio y politicas urbanas. Medellin, Corporacién
Region, 1997. p. 28.
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hecho de que prevalezca lo metropolitano sobre lo municipal, muestra la
subordinacién de lo local-municipal no sélo frente a lo nacional, sino también
frente a una escala de planeacién mucho mas inmediata: la metropolitana; de
esta manera, queda bastante cuestionada la autonomia de los municipios. En
tercer lugar, los municipios no son subordinados en la misma intensidad. Esto
va a depender en gran medida de su ubicacién fisico-espacial. En el actual
esquema, las oportunidades para el desarrollo dependen de la ubicacién del
municipio en el centro o en la periferia y, en especial, de su ubicacién
estratégica en la perspectiva de la economia mundial.

Adicionalmente, se cuestiona la autonomia de los ciudadanos con respecto
ala misma localidad. Para ilustrar este problema basta recordar que el programa
de gobierno por el cual fue elegida la autoridad municipal, y que se debe convertir
en plan de desarrollo (o de lo contrario el alcalde es susceptible de una revocatoria
del mandato, estipulada en ley 131 de 1994), queda subordinado a un centro de
decisién que no es de eleccién popular y cuyo caracter es de tendencia tecnocrética
y clientelista: el &rea metropolitana.

En el caso del Area Metropolitana del Valle de Aburra, ya han sido
evidenciadas las tensiones entre los municipios integrantes. Una de éstas se debe
a la forma como los deméas municipios se han quedado relegados ante la
dimensién nacional e internacional de Medellin. De ahi que las decisiones de la
junta directiva del Area Metropolitana sean influenciadas por las autoridades
gubernamentales de Medellin; ademas, la gerencia del Area Metropolitana asi
como otros cargos burocraticos, son generalmente definidos con criterios parti-
distas®. Es dificil, entonces, encontrar oposicién desde los municipios de la
periferia a los proyectos disefiados por la administracién de la ciudad centro®.

24 “Por su parte los analisis que utilizan el modelo de gobierno de los partidos se centra en dos
cuestiones relativamente precisas: La rendicién de politicas de cuentas de los encargados de
la adopcién de decisiones y las repercusiones de la formulacién de politicas de los partidos
en la gobernabilidad del sistema politico”. Gianfranco Pasquino. “Gobernabilidad y calidad
de la democracia”. En: Salvador Giner y Sebastian Sarasa. Buen gobierno y politica social.
Barcelona, Ariel, 1997. p. 42 '

25 En el caso particular del Concejo del municipio de Medellin se ha advertido de esta manera
la relacién con el &rea metropolitana: “Hay un detalle que me llamé la atencién en las
objeciones y es que el area metropolitana, de acuerdo con la Ley 388, se convierte en
autoridad de planeacién porque el drea metropolitana tiene que fijar los grandes objetivos
y temas sobre la ordenacién territorial de todos los municipios del &rea y es de obligatorio
cumplimiento, la Ley lo dice. Entonces, al ser de obligatorio cumplimiento se convierten para
los municipios en una autoridad de planeacién porque hay que tener en cuenta el plan que
ellos realizan”. “Y la forma como el 4rea metropolitana, en determinado momento se volvi6
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La ley 388 de 1997 de Ordenamiento Territorial, también se refiere
directamente a la relacion entre los diferentes niveles y consagra como uno de sus
objetivos “promover la armoniosa concurrencia de la Nacién, las entidades
territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades adminis-
trativas de planificacién”. Tal concurrencia y armonia se ve obstaculizada por un
esquema en el cual hasta el méas minimo detalle debe ser definido desde arriba,
desde laNacion, desde el Ejecutivo y en los complejos tecnocréticos institucionales.

En esta ley se ve méas claramente la subordinacién de lo local municipal
frente a entidades que, sin ser corporaciones de eleccién popular, poseen mayor
capacidad de decisién frente a la instancia municipal, que debe concretar la
descentralizacidn. Dice la ley en su articulo 10: los municipios y distritos deberén
tener en cuenta las siguientes determinantes que se constituyen en normas de
superior jerarquia en sus propios &mbitos de competencia de acuerdo con la
Constitucion y las leyes: las disposiciones producidas por la corporacién auténo-
ma regional o la autoridad ambiental y las dreas metropolitanas; el paragrafo del
articulo 7 dice: la autonomia municipal estard determinada por el carécter
prevaleciente de las disposiciones dictadas por entidades de mayor &mbito en la
comprension territorial de sus competencias o de mayor jerarquia en materia de
interés supra municipal.

Otro ejemplo del esquema descendente y de la subordinacién de lo local-
municipal, es laley 99 de 1994, que crea el Ministerio del Medio Ambiente. Esta
ley evidencia la asimetrfa cuando dice que, para todos los efectos, los procedi-
mientos en la jerarquia del sistema nacional ambiental seguirén el siguiente
orden descendente: Ministerio del Medio Ambiente, corporaciones auténomas
regionales, departamentos, distritos o municipios. Este es un ejemplo claro y
pocas veces encontrado explicitamente en la relacién entre la Nacién y las
entidades territoriales.?®

una oficina de Planeacién para planeacion metropolitana (municipal). Entonces, muchas
decisiones porque hay una lista, dirfa que innumerable, de casos que se han presentado en
este sentido, donde decisiones que toma la oficina de planeacién metropolitana(municipal)
estan siendo objetadas por el Area Metropolitana”. Concejo de Medellin. Acta No. 3 del 5
de enero de 1998. p. 15y 26.

26 A este respecto, la conclusién a la que se llega en el Concejo de Medellin, “es que realmente
se estd muy lejos todavia de hacer acordes las politicas municipales con las nacionales
ambientales”. Antonio Javier Jaramillo. Concejo de Medellin. Acta No.53 del 7 de mayo de
1998. p.36.
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4. Participacion “localista” y “paralelismo” en la
participacion

En Colombia, el seguimiento a la experiencia participativa en esta década
deja una conclusién basica: las limitaciones para que la participacién se
convierta en decision —o al menos la afecte- y para que se traduzca en
desarrollo, y éste, a la vez, sea producto del consenso, no son, en la misma
medida, limitaciones al modelo de desarrollo y crecimiento econémico. Por el
contrario, aparecen como estructurales del mismo. La participacién de la
poblaciéon empobrecida en la gestién del desarrollo, como estrategia funda-
mental en la superacién de la pobreza, es localista, en la medida en que se
enfatiza en lo inmediato instrumental; y lejos de afectar el modelo de desarrollo
concebido desde arriba, reproduce esquemas de dependencia y, con ésto,
perpettia la situacién de pobreza material.

Y esto, por lo menos, no era lo que prometia el andamiaje normativo de
la “participacién” en la estructura juridico-politica colombiana desde 1991.
No hay garantia para que, en realidad, se pueda involucrar a la poblacién en
la asignacién de recursos y en la determinacién del orden de prioridades
sociales de sus respectivas escalas territoriales. La alusién a la democracia
participativa en la carta politica, posibilité un uso generalizado del concepto
de participacién, que se encuentra en casi todos los ambitos de la adminis-
tracién del Estado. Pero la legislacion fue y es mucho méas que conceptos. Los
procesos y los instrumentos para la participacién se encuentran inmersos en
un entramado de dificultades que, en ultimas, anulan aquel principio demo-
cratico?.

En materia de participacién ciudadana, con una estrecha relacién en la
planeacién del desarrollo, se encuentra la ley 131 de 1994, que reglamenta el
voto programético. La revocatoria del mandato por incumplimiento del progra-
ma de gobierno es un mecanismo de participacién popular en los términos de esta
ley. Pero, como ya se sefial6 atrés, el incumplimiento de este programa puede ser
provocado por la subordinacién del plan municipal frente al plan de un nivel

27 Laparticipacion de la ciudadania, como potenciadora del desarrollo local, es el principio que
se quiere fortalecer con el ordenamiento territorial en los diferentes niveles de planeacién.
Se trata de la relacién entre la autoridad territorial con sus ciudadanos y ciudadanas. Es el
principio de la participacién el que favorece la creacién, por ejemplo, de las juntas
administradoras locales, las veedurias y los consejos territoriales de planeacién que, junto al
sistema nacional de planeacién, conforman el escenario para concretar las aspiraciones de
la democracia participativa.
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superior como el area metropolitana, el departamento o la misma Nacién. Esta
situacién, no contemplada por la norma, es punto de tensién debido a las
prioridades externas que pueden condicionar a los alcaldes y los recursos para la
ejecucion de su programa de gobierno. Por esa via, quedan sin respuesta los
compromisos adquiridos con sus electores.

Otro asunto problematico se puede ilustrar con el Acuerdo 43 de 1996 del
Concejo Municipal de Medellin, por medio del cual se crea el sistema municipal
de planeacién. Segln este acuerdo, si durante la vigencia del plan se establecen
nuevos planes en entidades de nivel superior, el alcalde podré presentar al
concejo ajustes a su plan de desarrollo para conservar la consistencia con
aquéllos. En esta ldgica, surgen problemas y contradicciones referidos a la
democracia participativa (respecto al marco legal que la consagra) y a la relacién
entre las escalas de la planeacién y gestion del desarrollo. No queda expresada,
por ejemplo, la consulta ciudadana cuando se trata de cambiar el rumbo de los
planes. ¢Qué se debe hacer o qué puede pasar en los términos de esta legislacion
si los planes de nivel superior van en contra de lo planteado en el programa de
gobierno? ¢Se puede, en este caso, hacer uso del mecanismo de revocatoria del
mandato?

Este acuerdo es la expresion local de la ley organica de planeacién (ley 152
de 1994), que dispone como escenario de participacién la instancia de planeacién
conformada por el concejo del municipio y el consejo municipal de planeacién, que
representa a los diferentes sectores de la sociedad (gremios sectoriales y movimien-
tos sociales), y que es nombrada de ternas que éstos presenten. Esta instancia tiene
la funcién de discutir, debatir, recomendar, pero es a las autoridades —el alcalde
y las dependencias de planeacién y hacienda- a las que les corresponde decidir.
Asi pues, la ley hace explicita la participaciéon sélo en el diagnéstico, en la
programacién, en la formulacién de alternativas y en la evaluacién en términos
generales. Pero la asignacién de recursos y la definicién de prioridades, momentos
éstos mas cercanos a lo que podriamos llamar la decisién, atin estan muy distantes
de la poblacién y son funcién exclusiva del ejecutivo y de los organismos técnicos
asesores.

Complementariamente se debe anotar que si el concejo municipal no
aprueba el plan municipal de inversiones ptblicas en el término sefialado por la
Constitucién, el alcalde podra poner en vigencia su proyecto mediante decreto
con fuerza de acuerdo. Asi, el ejecutivo y los entes de planeacién, dotados de una
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mayor capacidad de decisién, aparecen por encima de los demés poderes e
instituciones, tanto estatales como de la sociedad organizada.?

La calidad de la participacion en la planeacion del desarrollo se encuentra
cuestionada también por la posibilidad que tiene el ejecutivo de designar los
integrantes de las juntas directivas de entidades territoriales y empresas del
Estado, los del Consejo Territorial de Planeacién, alcaldias menores y otros
espacios de participacién en la asignacién de recursos, sin considerar, en muchos
casos, los candidatos propuestos por sus pares, es decir, los gremios, sectores o
movimientos sociales. La ley 142 de 1994, por la cual se establece el régimen de
los servicios publicos domiciliarios, y la ley 01 de 1992, por la cual se crean las
juntas administradoras locales en el distrito capital, son otro ejemplo de esta
situacién. La primera cuando establece que “los miembros de las juntas directivas
de las empresas oficiales seran escogidos por el Presidente, Gobernador o Alcalde
segln se trate de empresas nacionales, departamentales o municipales”; v la
segunda cuando sefiala que “las juntas administradoras locales pasan una terna
para que el Alcalde distrital elija al Alcalde Local”. Igual situacién se presenta con
la representacién en los consejos territoriales de planeacién. Esta forma de
designacién ha degenerado en trafico de influencias y eleccién de los represen-
tantes de acuerdo a intereses partidistas o econémicos. Es una eleccion, en
tltimas, donde pesa la influencia de los partidos politicos.

La ley 388 de 1994, de ordenamiento territorial —~que privilegia el enfoque
espacial-, es ilustrativa respecto a una intencién que en la misma ley, y mucho
mas en la préctica, es negada: la participacién democrética. “En ejercicio de las
diferentes actividades que conforman la accién urbanistica, las administraciones
municipales, distritales y metropolitanas deberdn fomentar la concertacién entre
los intereses sociales, econémicos y urbanisticos, mediante la participacién de los
pobladores y sus organizaciones. Esta concertacién tendra por objeto asegurar la
eficacia de las politicas publicas respecto de las necesidades y aspiraciones de los
diversos sectores de la vida econémica y social relacionados con el ordenamiento
del territorio municipal. La participacién ciudadana podré desarrollarse mediante
el derecho de peticién, la celebracion de audiencias publicas, el ejercicio de la

28  Anticipando una objecién posible que se formule en preguntas como éPara qué entonces elegimos
gobernantes? ¢Acaso no es para que estos ejerzan el poder en representacion de la poblacion?
Es necesario senalar, por un lado, que los gobernantes no estan representando estos intereses.
Representan unos intereses, no los de toda la poblacién, pese a que deberian representar los
consignados en el consenso de 1991. Y por otro lado, y en relacién con el voto programatico, se
demuestra que atin no hay una apropiacién de esta ley, ya que se contintian eligiendo candidatos
y no programas de gobierno. A esta desarticulacién de la legislacién, haré un comentario al final.
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accion de cumplimiento, la intervencién en la formulacién, discusién y ejecucién
de los planes de ordenamiento territorial y en los procesos de otorgamiento,
modificacion, suspensién o revocatoria de las licencias urbanisticas”. Sin embar-
go, el proyecto del plan de ordenamiento territorial seré presentado por el alcalde
a consideracion del concejo municipal o distrital y toda modificacion propuesta
por el concejo debera contar con la aceptacién de la administracién.

Una expresion local de esta legislacién, la encontramos en el acuerdo 25 de
1991 del Concejo de Medellin, por medio del cual se reglamentan las Juntas
Administradoras Locales (JAL). El articulo 44 dice: “Factltase al Alcalde muni-
cipal para que reglamente y haga aplicables las disposiciones del presente
acuerdo, especialmente en las que se relacionan con (...) la participacién de la
JAL en el proceso, elaboracién y formulacién del plan de desarrollo y proyecto
presupuestal municipal, en su etapa preparatoria”. (El subrayado es agregado).

En este acuerdo podemos observar dos problemas: a) esta legislacion le
crea a la poblacién varios escenarios para la actuacién de sus organizaciones,
particularmente a las juntas administradoras locales, que tienen, basicamente,
funciones de planeacion, propiciando paralelismo en la participacién. Un esce-
nario es el procedimiento electoral, que no pasa por reglamentacién alguna -
salvo el voto- y que la mayorfa de las veces obtiene més éxito en la gestién a
través del clientelismo y el trafico de influencias. El otro escenario es el regulado
por la legislaciéon objeto de este trabajo, aunque con menor grado de factibilidad
de éxito. Este escenario se estructura en torno a los técnicos y no pasa por otros
escenarios de participacién democrética.

b) La dificultad que tienen los lideres de una actividad politica tradicional
para relacionarse con expresiones organizativas diferentes a los partidos politi-
cos, tales como los movimientos sociales. La visién sectorial del desarrollo que
subyace a esta legislacién no contempla las necesidades especificas y de perspec-
tiva diferente presentes en la sociedad como, por ejemplo, de género, generacién
y etnia. En ese sentido, a los portadores de éstas no se les reconoce y, en
consecuencia, tampoco se les destinan canales adecuados para la participacion.
Este segundo problema es reforzado, en el caso de Medellin, por el acuerdo
municipal 41 de 1992, que exige al informe de planeacién un anexo scbre la
participacién ciudadana, en el que se debe hacer énfasis en la participacién de
las juntas administradoras locales, sus propuestas y prioridades.

El informe de planeacion no contempla el involucramiento de expresiones
de perspectiva diferente, con el agravante de que el ente de planeacién no
comprueba si hubo o no participacién de la sociedad en la consulta sobre sus
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necesidades. Tal evaluacién tampoco la realizan las veedurias ciudadanas ni los
entes de fiscalizacion interna del Estado, que sélo examinan las decisiones y los
resultados de su ejecucién. Lo importante aqui es la decision y no el procedimien-
to, asunto que se ha resaltado en este articulo.

En resumen: el corto plazo de los planes de desarrollo, la falta de continui-
dad en los procesos de planeacién, la ausencia de rigor en la concepcién de los
procedimientos regulados y su consecuente ineficacia desde la perspectiva de los
empobrecidos, la ausencia de informacién del poblador, el paralelismo en la
participacién, los enfoques reduccionistas de las necesidades y la dependencia de
la escala local frente a las demas, limitan las posibilidades de participacion para
convertirse en un instrumento potencial para el desarrollo.

Concluyendo

El esquema descendente del poder, ejercido por los entes de planeacién
tradicional, y el tratamiento de objeto a la poblaciéon y a su territorio, han
conllevado al desconocimiento de la especificidad de sus necesidades humanas
y de la construccién que hacen los habitantes de su territorio. Esta situacién
propicia, ademaés, el desconocimiento de los sujetos —poblacién y territorio- para
la creacién de mecanismos efectivos de participacién politica y de autonomia®
que les permita canalizar sus expectativas de desarrollo especifico. Adicionalmente
se desencadenan otros problemas, como por ejemplo, la deslegitimacién
institucional y la permanente utilizaciéon de la protesta como mecanismo para
reclamar los derechos ciudadanos. Asi, la planeacion, lejos de aportar a la
solucién de nudos problematicos, los reproduce.

El poder descendente trae consigo la reproduccién de las asimetrias
histéricamente creadas y actualmente enquistadas. Asimetrias que son reprodu-
cidas en los espacios locales de participacién, en los liderazgos, v que se
evidencian en la fragmentacién y en las relaciones de dependencia entre los
niveles y los actores. Desde el punto de vista politico han generado apatia en la
poblacién, lo cual se traduce en su pasividad, desesperanza o irritacién.

Por otro lado, la concentracién del poder sobre las instancias encargadas de
la distribucién de los recursos publicos ha sido un factor de dispersién de los mismos

29 “Laautonomia cultural puede ser de base personal y de base territorial”. Véase: Jests Prieto
de Pedro. “Democracia y diferencia cultural en la constitucién espariola de 1978”. En: David
J. Greenwood y Carol J. Greenhouse. Democracia y diferencia. Cultura, podery representacién
en los Estados Unidos y en Espana. Madrid, Universidad Nacional de Educacién a Distancia,
1998. p.111.
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debido al poco conocimiento que tienen los planificadores o agentes externos del
territorio local. Esto facilita la discontinuidad de las politicas publicas, en especial
las sociales, en un contexto que se ve agravado por el transito de una administracién
a otra y por la lentitud en la contratacién con el Estado. Con la pérdida de
continuidad en los programas de desarrollo, no alcanzan a desplegar la capacidad
suficiente para atender los problemas para los cuales fueron creados.

La aplicacion de las normas de la planeacién ha sido defectuosa y limitada,
y se ha convertido en simulacro de concertacién y participacién. Con ello se hacen
evidentes las contradicciones existentes entre los principios y el espiritu de la
Constitucion de 1991 y su posterior desarrollo legislativo, aplazando nuevamente
aquellas aspiraciones de democratizacién. Esta contradiccién o limitacién se
convierte en cbstaculo para la participacién/decisién de las iniciativas ciudadanas
que han nacido motivadas por el impacto ~simbdlico- producido con el anunciado
cambio de reglas que supuso el trénsito de una democracia representativa a una
participativa. Tales iniciativas, en materia de participacién en la planeacién del
desarrollo, animadas desde el Estado y desde la sociedad organizada, han
encontrado una legislacién que les obstaculiza el logro de sus expectativas.

Si aceptamos la afirmacién segln la cual “el espiritu y la letra de la
Constituciéon de 1991 estd méas del lado del mercado que de la intervencién
directa del Estado en el desarrollo econémico nacional”®, debemos analizar dos
situaciones, ya que esta inclinacién va a ser determinante en las contradicciones
y limitaciones hasta aqui expuestas. La primera es si con la prevalencia del
mercado se requiere de planificacion regulada, puesto que ésta es vista como
intervencién del Estado, lo cual genera antipatia entre los neoliberales, a menos
que esa intervencion sea sélo de infraestructura y seguridad. La segunda, es que
si se requiere un minimo de planificacién estatal, ésta no puede contradecir el
modelo, pues se sabe que de acuerdo con la concepcién de desarrollo se
implementan los procedimientos de planificacién y, en este sentido, la planifica-
cién de corte tecnocrético y el tratamiento de objeto al territorio es perfectamente
compatible con estrategias neoliberales.

Lo evidenciado hasta ahora es que, sin reconocer el territorio como sujeto,
ejecutivos y tecndcratas persisten en su mirada meramente fisico-espacial sobre
los territorios, 0, a lo sumo, consideran el “territorio” como una variable méas en la
planeacién, ligada por supuesto a las cuestiones urbanisticas: espacio publico, vias
y otras variables sectoriales. Esto muestra, por un lado, el propésito de adecuar el

30  Jorge Child. “Neoliberalismoy la Constitucién de 1991”. En: Apuntes criticos a la Constitucién
de 1991. Santafé de Bogota, Universidad Nacional de Colombia, 1991. p.11
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territorio a las exigencias del mercado en el sentido de convertirlo en lugar
competitivo en la escena de la globalizacién econémica. Y por otro lado, esta
mirada asociada intimamente a las politicas urbanas, resulta bastante beneficiosa
en un modelo de desarrollo como el colombiano, y especialmente en Medellin y
Antioquia, donde el monopolio de la tierra, la renta y la especulacién inmobiliaria
son factores determinantes en el modelo de desarrollo actual, asociado a otros
sectores como la ganaderia, la agroindustria y la explotacién minera.

En esta direccién, los enfoques “espacialistas”®!, y su consecuente trata-
miento del territorio como objeto, estan trazando proyectos de infraestructura
como ejes del ordenamiento fisico y no permiten que, en un orden auténomo de
prioridades, sean considerados proyectos que refuerzan la identidad de los
habitantes con su territorio, pese al principio de la misma ley 70, en el sentido de
asegurar “Mecanismos para la proteccién y el desarrollo de los derechos y de la
identidad cultural (y un) proceso educativo acorde con sus necesidades y
aspiraciones etnoculturales”.

La decisién tecnocrética no se ve en la obligacién de cumplir o involucrar a la
poblacién y aparece desligada de las funciones del ejecutivo y sin ninguna posibilidad
de sujetarse a control politico alguno. Recordemos que la funcién primordial definida
constitucionalmente a las corporaciones como el congreso, la asamblea y el concejo
es el control politico, pero incluso los dos tltimos se encuentran en asimetria frente
a las entidades de corte tecnocrético como el area metropolitana.

Finalmente, y teniendo conocimiento de que el actual gobierno presenté
proyectos de reforma para algunas de estas leyes y la creacion de la ley orgénica
de ordenamiento territorial, puede resultar conveniente considerar dos propuestas.
La primera, es que frente a esta ley ya hay un buen niimero de leyes promulgadas
que tienen como objeto aspectos a considerar en su redaccién final. Resta hacer
el ejercicio de reconocer sus limitaciones y articularlas, tanto en los espacios
temporales como geogréficos. La segunda, es que se hace urgente la articulacién
de la ley 131 del voto programético con las de planeacién, para fortalecer la
autonomia local, favorecer el control politico y, de paso, acercar la participacién
al momento definitivo de asignacién de recursos y definicién de prioridades en
la escala local e inmediata a los pobladores.

31 Denomino “espacialistas” a los enfoques que ven en un lugar geogréfico sélo el espacio fisico
sin ninguna consideracién de los habitantes, de sus expectativas de vida y despliegue de sus
costumbres y tradiciones de ocupacién; y si se les considera, sera para subordinarlos,
someterlos, expulsarlos y/o aniquilarlos.
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